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POLITICA CRIMINAL Y EL DERECHO CONSTITUCIONAL A LA  PRESUNCIÓN DE
INOCENCIA EN COLOMBIA * 1

GRIBOLDI HERNAN CIPRIAN NIEVES ** 2

ResumenEl presente artículo de reflexión tiene como objetivo general, analizar la proteccióndel derecho constitucional a la presunción de inocencia, desde la posición asumida porla política criminal en Colombia. Para esto se estudiaran las diferentes definicionesque enmarcan el concepto de política criminal, posteriormente se identificara cual esla posición asumida por esta clase de política pública en nuestro país. Frente alderecho constitucional a la presunción de inocencia, se analizara desde sus diferentesnociones, si este realmente está siendo protegido por la posición asumida por lapolítica criminal colombiana, especialmente cuando se abusa de la detenciónpreventiva en establecimientos carcelarios, para aquellas personas que están siendoinvestigadas por la posible comisión de una conducta castigada por el derecho penal.
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AbstractThis article is a general reflection, to analyze the protection of the constitutional rightto the presumption of innocence, from the position taken by the criminal policy inColombia position. In that sense, I study the different definitions given to the conceptof criminal policy, which is to further identify the position taken by this kind of publicpolicy in our country position. Against the constitutional right to the presumption ofinnocence, is analyzed from different notions, if this really is being protected by theposition taken by the Colombian criminal political position, especially when abused incustody in prisons, for those who are being investigated by the commission of conductpunished by the criminal law.
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IntroducciónLa política criminal ha sido concebida desde su origen, como el mecanismo estatalutilizado para establecer que conductas humanas son contrarias a las normas,reglamentos y demás instituciones jurídicas previamente establecidas por la sociedady, en consecuencia, que sanción debe imponerse como respuesta, con la finalidad deevitar o por lo menos reducir su comisión.Aunque  la estructuración de una política criminal se hace necesaria dentro decualquier estado moderno, en algunos como el nuestro, se ha implementado con lafinalidad de combatir todas aquellas dificultades sociales que no han sido resueltaspor las demás políticas gubernamentales, las cuales deben velar por la asistenciaeficaz y oportuna de las necesidades básicas de los asociados, como mecanismosesenciales para combatir el delito y detener o por lo menos reducir, la reincidenciadelincuencial.Durante los últimos años en Colombia, el grueso de la ciudadanía ha tenido unapercepción de crecimiento en aquellas conductas consideradas reprochables ocausantes de perjuicio social, razón por la cual se le ha exigido al Estado la búsquedade soluciones radicales y de fondo, que permitan afrontar esta situación.Actualmente el derecho penal colombiano, en respuesta a este presunto clamor social,asumió una política criminal consistente en la expedición de nuevas figuras jurídicas,que traen consigo la adecuación de nuevos delitos, el aumento de penas y la reducciónde beneficios judiciales, normas como la Ley 890 de 20043 o la Ley 1453 de 2011,denominada como la “Ley de Seguridad Ciudadana”, son algunos palpables ejemplos deesta postura. De acuerdo con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, enadelante –INPEC-, la Ley 1453 de 2011, ha generado el ingreso en promedio mensualde 3.000 internos a las cárceles4.
3 Se incrementó una tercera parte en el tope mínimo y la mitad en el máximo de todas las penas privativas
de la libertad.

4 Véase a este respecto, Caracol Radio, Inpec impugna fallo de tutela que impide nuevos traslados de
reclusos a La Modelo, 1 de febrero de 2013. Disponible en:
http://www.caracol.com.co/noticias/judicial/directordel-inpec-lanza-ultimatum-a-directores-por
irregularidades-en-carceles/20130206/nota/1837810.aspx.
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Esta afirmación puede ser analizada desde la realidad de las cárceles colombianas, lascuales presentan en su mayoría un hacinamiento desbordado, es así como durante elperiodo comprendido entre 1994 y el 2009 la población reclusa en Colombia aumentóen un 260,6%. (Ariza e Iturralde, 2011, p. 111).La anterior  posición adoptada por el derecho penal y en especial los lineamientos dela política criminal en Colombia, han desembocado en un aumento desmesurado de ladetención preventiva en establecimientos carcelarios, de aquellas personas que estánsiendo investigadas dentro de un proceso penal, situación que genera bastantes dudase inquietudes, sobre una real protección del derecho constitucional a la presunción deinocencia en nuestro país.Con miras a abordar esta problemática, en el presente artículo se estudiarán losconceptos de política criminal y las posiciones que se han asumido al respecto en elámbito nacional, igualmente el concepto de presunción de inocencia. Finalmente seotorgarán unas conclusiones analíticas de lo expuesto, para así poder presentar unasreflexiones generales, sobre posibles alternativas de solución a la problemáticaplanteada.
1. Política CriminalEl concepto “política criminal” tuvo su origen, según la dogmática penal, a finales delsiglo VXIII y comienzos del XI en Alemania; no obstante, hasta nuestros días se haadmitido la imposibilidad de identificar cuál es la fuente doctrinaria autorizada paradefinirla.Otra parte de la doctrina indica que tal acepción fue utilizada  en principio, por elmaestro CESARE BACCARIA, quien en su obra de los delitos y de las penas, dedicó uncapítulo completo a analizar, entre otros, el origen de las penas y el derecho a castigar.En concreto el concepto de política criminal ha sido identificado a través de doscorrientes filosóficas que han intentado definir su espíritu y fijar su finalidad.En primer lugar, se encuentran los autores que limitan la concepción a los aspectosanalíticos de las causas de la criminalidad, a la forma como deben ser sancionados losdelitos y a los intereses que deben ser protegidos, sin incluir los instrumentos a travésde los cuales se concreta la política criminal.De otro lado, se encuentran los autores que incluyen como parte de la política criminalno solo los aspectos analíticos y de decisión, sino también los medios jurídicos através de los cuales se ponen en práctica sus presupuestos, esto es, los instrumentospenales, procesales y penitenciarios.
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En conclusión ha de entenderse por política criminal la aplicación de losconocimientos criminológicos en el diseño, implementación y modificación de losplanes, programas y estrategias con miras a la racionalización del control social de laconducta desviada, en cualquiera de sus tres sub-poderes, esto es, de definición, deaplicación y de ejecución. (Montoya, 2006, p. 27).Según Von Liszt la política criminal es el conjunto sistemático de principiosgarantizados por la investigación científica de las causas del delito y de la eficacia de lapena, según los cuales dirige el Estado la lucha contra el crimen por medio de la penay de sus formas de ejecución.Para Heinz Zipf es la obtención y realización de criterios directivos en el ámbito de lajusticia criminal, destacando así la notable influencia de la política criminal en ladogmática penal, esta última, según su criterio, “será en el futuro lo que lleve a cabo lapolítica criminal”. (Zipf, 1979, p. 4 y 6).Desde un aspecto político, podría ser definida como el conjunto de medidas y criteriosde carácter jurídico, social, educativo, económico y de índole similar, establecido porlos poderes para prevenir y reaccionar frente al fenómeno criminal, con el fin demantener bajo límites tolerables los índices de criminalidad en una determinadasociedad. (Borja, 2003, p. 22).En Colombia el ex Magistrado de la Corte Suprema de Justicia Jesús Orlando PérezPinzón, definió la política criminal como “la ciencia encargada de la creación, reforma,modificación o supresión de las normas penales, sobre la base de la investigacióncriminológica y penológica”. (Pérez, 1978, p. 144).En su página web oficial, la Fiscalía General de la Nación, la define como el conjunto demedidas de las que se vale el Estado para enfrentar la criminalidad (delito-delincuente) y la criminalización (pena y función resocializadora), especialmente ensu prevención, represión y control; teniendo en cuenta que la política criminal puedeser vista como acto de control social y conflictos, dirigida hacia las acciones humanasconsideradas violentas o nocivas las cuales entorpecen el desarrollo armónico de unasociedad en un país determinado.5La noción de política criminal, ha sido definida por la Corte Constitucional, como “elconjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle frente aconductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de
5 Para ampliar, revisar: Roxin, Claus. (2002). Politica criminal y sistema del derecho penal. Buenos Aires:
Hamurabi.
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garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos de losresidentes en el territorio bajo su jurisdicción”.6 Igualmente indicó que la legislaciónpenal es la manifestación concreta de la política criminal del Estado, y que, la decisiónpolítica que determina los objetivos del sistema penal y de la adecuada aplicación delos medios legales para luchar contra el crimen y alcanzar los mejores resultados, seplasma en el texto de la ley penal.Además de su definición, la jurisprudencia constitucional se ha encargado de indicarsu proceso de diseño, sus medidas normativas y su constitucionalización, entre otrosaspectos necesarios para identificar su efectividad ajustada a nuestra cultura jurídicay nuestra realidad social, es por tal motivo que se estima de gran relevancia,  citar laspalabras de la Corte Constitucional:“Las decisiones constitutivas del diseño de una política pública puedenser plasmadas, o bien en documentos políticos, o bien en instrumentosjurídicos – esto es, normas, sean éstas de rango constitucional, legal oreglamentario.Entre las distintas medidas normativas que, de conformidad con lajurisprudencia constitucional, forman parte del concepto de “política
criminal”, se encuentran: (a) las que definen los bienes jurídicos que sebusca proteger por medio de las normas penales, a través de latipificación de conductas delictivas, (b) las que establecen los regímenessancionatorios y los procedimientos necesarios para proteger talesbienes jurídicos, (c) las que señalan criterios para aumentar la eficienciade la administración de justicia, (d) las que consagran los mecanismospara la protección de las personas que intervienen en los procesospenales, (e) las que regulan la detención preventiva, o (f) las que señalanlos términos de prescripción de la acción penal”. (Sentencia C-396, 2010).Finalmente en nuestro país se ha reconocido la estrecha relación que existe entre laConstitución y la política criminal, que surge de la idea de “constitucionalización” deaspectos medulares del derecho penal, tanto en materia sustantiva comoprocedimental, por cuanto la carta incorpora preceptos y enuncia valores ypostulados, particularmente en el campo de los derechos fundamentales, que incidende manera significativa en el derecho penal y, a la vez, orientan y determinan sualcance. Esto significa entonces que el Legislador no tiene una discrecionalidadabsoluta para definir los tipos delictivos y los procedimientos penales, ya que debe

6 Corte Constitucional, sentencias C-646 de 2001 y C-873 de 2003.
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respetar los derechos constitucionales de las personas, que aparecen así como elfundamento y límite del poder punitivo del Estado. Fundamento, porque el iuspunendi debe estar orientado a hacer efectivos esos derechos y valoresconstitucionales. Y límite, porque la política criminal del Estado no puede desconocerlos derechos y la dignidad de las personas.7
2. Posición asumida por la política criminal en ColombiaLa política criminal ha sido un tema de estudio y debate desde ya hace varios años, atal punto de hacer parte hoy en día, de la agenda establecida por la comunidadinternacional en sus diferentes convenciones. (Convención de las Naciones Unidascontra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2000).Uno de los objetivos primordiales de la política criminal asumida en cada Estado, esbrindarles una sensación de seguridad a sus asociados, consistente en la adopción demedidas y respuestas que permitan combatir y castigar aquellas conductas causantesde un perjuicio social (delitos, infracciones etc.).Para el profesor Letner, G. (2006), al realizar un análisis de la política criminalasumida por la República Argentina, pudo concluir que esta no se ajusta a susrealidades sociales, simplemente se ha establecido de una manera inmediatista ycoyuntural, debido a que su implementación carece de trabajos empíricos y estudiosprevios de campo.Actualmente el tema de la seguridad ciudadana, se ha convertido en una de lasprincipales políticas públicas de los diferentes Estados, para el caso de la regiónlatinoamericana, la solución planteada es la propuesta de una política criminal basadaen mayores niveles de encarcelamiento. Esta situación fue evidenciada por laComisión Interamericana de Derechos Humanos, quien señaló:“La Comisión Interamericana ha observado como una tendenciageneralizada en la región el que muchos Estados han planteado comorespuesta a los desafíos de la seguridad ciudadana, o al reclamo de lasociedad, medidas legislativas e institucionales que consisten

7 En Sentencia C-038 de 1995, con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, la Corte
Constitucional analiza la relación entre la Constitución y política criminal, la legitimidad constitucional de la
penalización del porte ilícito de armas y el monopolio de posesión y porte de armas en el Estado.
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fundamentalmente en un mayor uso del encarcelamiento de personascomo solución al problema”8.Las medidas adoptadas por cada Estado, varían de acuerdo a las circunstanciasparticulares internas que se presente en cada uno de ellos, para el caso de Colombia,como es de conocimiento general, en un país que tiene una realidad en materiacriminal muy marcada, como consecuencia entre otras cosas, por la presencia de unconflicto armado interno de larga duración y una desigualdad social extrema, ademásde una percepción generalizada de impunidad en la investigación y sanción de losdelitos.Debido a las particularidades de nuestro país en materia de criminalidad, han sidonumerosas las investigaciones que se han adelantado en el tema de la políticacriminal, analizando entre otros aspectos sus diferentes conceptos y realizandodiagnósticos sobre la manera más apropiada de su aplicación.El 15 de febrero de 2011, el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Justicia y delDerecho, creo una “Comisión Asesora para el Diseño de la Política Criminal del Estadocolombiano”, en adelante -CAPC-, integrada por expertos independientes, con lafunción esencial de elaborar una propuesta de lineamientos de política criminal.Esta comisión asesora, adoptó como definición de política criminal, la señalada por laCorte Constitucional:“Es ésta el conjunto de respuestas que un Estado estima necesarioadoptar para hacerle frente a conductas consideradas reprochables ocausantes de perjuicio social con el fin de garantizar la protección de losintereses esenciales del Estado y de los derechos de los residentes en elterritorio bajo su jurisdicción. Dicho conjunto de respuestas puede ser dela más variada índole. Puede ser social, como cuando se promueve quelos vecinos de un mismo barrio se hagan responsables de alertar a lasautoridades acerca de la presencia de sucesos extraños que puedan estarasociados a la comisión de un delito (cita suprimida). También puede serjurídica, como cuando se reforman las normas penales. Además puedeser económica, como cuando se crean incentivos para estimular undeterminado comportamiento o desincentivos para incrementarles los
8 Para ampliar, consultar: Comisión Interamericana de Derechos Humanos. (2013). Informe sobre el uso de la
prisión preventiva en las Américas.
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costos a quienes realicen conductas reprochables. Igualmente puede sercultural, como cuando se adoptan campañas publicitarias por los mediosmasivos de comunicación para generar conciencia sobre las bondades oconsecuencias nocivas de un determinado comportamiento que causa ungrave perjuicio social. Adicionalmente pueden ser administrativas, comocuando se aumentan las medidas de seguridad carcelaria. Inclusivepueden ser tecnológicas, como cuando se decide emplear de manerasistemática un nuevo descubrimiento científico para obtener la pruebade un hecho constitutivo de una conducta típica”. (Sentencia C-646,2011).Considera la CAPC como amplia, la noción dada a la política criminal por parte de laCorte Constitucional, debido a que no se reduce únicamente al derecho penal, incluyeaspectos sobre las causas de la criminalidad, maneras de sancionar los delitos, losbienes jurídicos que deben ser tutelados y los mecanismos para concretar lasorientaciones de esta política.La política criminal, como ha sido idealizada, debe abarcar no solo el establecimientode conductas desviadas como típicas y sus respectivas sanciones, sino tambiénpermitir el acceso a beneficios, rebajas punitivas, terminación anticipada deprocedimientos y por supuesto admitir el acceso limitado de la víctima en la acción,con la finalidad de humanizar el proceso penal y, por supuesto, la sanción, pues surigor, en ninguna época de la humanidad, ha erradicado o por lo menos reducido lasconductas desviadas, intrínsecas a nuestra naturaleza, por lo que sería apropiadoestructurar una política criminal basada en estrategias sociales, culturales, educativasy laborales, que permitan acceder al derecho penal, en última instancia como fueestablecido desde su surgimiento.Como punto de análisis se observa que gran parte de las estrategias implementadasactualmente, se asocian a razones coyunturales sin estudio previo sobre las razonesde la criminalidad, resolviendo la problemática con el aumentando de sancionespunitivas, la criminalización de conductas humanas y la reducción de beneficiospenales como respuesta al llamado social que exige disminuir los índices deimpunidad; sin embargo, dichas soluciones, como se ha verificado en numerososestudios, han sido un fracaso para luchar contra la criminalidad, más aún si sufundamentos se centra en las pasiones mal sanas de la comunidad9, que no entiende la
9 En este sentido, en el 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal se
consideró como un hecho cierto, el que la presión comunitaria es otra de las causas que repercute en los
altos índices de hacinamiento en las cárceles. En este sentido, “en las comunidades en que la seguridad es
una preocupación, puede haber un apoyo de facto a la legislación y las políticas que contribuyen al
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finalidad de la sanción penal; habría entonces que preparar a la sociedad para laverdadera resocialización de una persona que fue privada de su libertad.Lo anterior en consonancia a lo establecido por el artículo 4 de nuestro actual códigopenal, el cual señala que la política criminal se concreta en la prevención general yespecial, la represión y la resocialización o inclusión social positiva.Gran parte de las investigaciones realizadas en nuestro país, han llegado a laconclusión que la política criminal colombiana, ha asumido una tendencia reactiva, asílo pudo establecer la CAPC:“Muchas decisiones de política criminal han sido esencialmente reactivas ysin fundamento empíricos sólidos. Muchas de estas medidas se hanadoptado apresuradamente respondiendo a fenómenos de opinión públicao a los deseos de los gobiernos de mostrar que se está haciendo algo frentea la criminalidad o frente a hechos graves de crueldad o violencia, peromuy raramente estas decisiones se han basado en estudios empíricossólidos que muestren la utilidad de, por ejemplo, recurrir al aumento (odisminución) de una pena, o a la criminalización de un ciertocomportamiento”10.La CAPC indica que durante las últimas décadas en Colombia, carecemos de una lapolítica criminal consistente y de largo plazo, sin fundamento empírico yconstitucional.Por esta comisión de expertos, la política criminal en Colombia se ha caracterizadopor varios rasgos, que difieren de ser positivos, pero para enfocarnos en el objetivo deeste artículo, analizare únicamente los siguiente dos (2):1. Es reactiva, son adoptadas medidas de manera apresurada, respondiendo afenómenos de opinión pública o a los deseos de los gobiernos de mostrar que seestá haciendo algo frente a la criminalidad, o frente a hechos graves de crueldad o
hacinamiento en las cárceles, incluida la utilización extensa de la detención previa al juicio. La presión que
los ciudadanos ejercen sobre los gobiernos, a menudo a través de los medios de comunicación, para que se
penalice a los delincuentes es una de las razones por las que las cárceles siguen siendo los principales
instrumentos de castigo”. 12º Congreso sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, celebrado en Salvador,
Brasil, del 12 al 19 de abril de 2010.

10 Para mayor información, consultar: INFORME FINAL Diagnóstico y propuesta de lineamientos de política
criminal para el Estado Colombiano, Junio de 2012. COMISIÓN ASESORA DE POLÍTICA CRIMINAL.
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violencia, pero muy raramente estas decisiones se han basado en estudiosempíricos sólidos que muestren la utilidad de, por ejemplo, recurrir al aumento.2. Endurecimiento Punitivo: La Comisión estudio las reformas realizadas al CódigoPenal (Ley 599 de 2000), encontrando que para el mes de junio del año 2011,habían sido expedidas treinta y seis (36) leyes para modificarlo.Las 36 modificaciones que se han hecho a la legislación penal tienen que verprincipalmente con la tipificación de nuevas conductas (creación de delitos), elaumento de penas para delitos ya creados, la modificación de causales de agravaciónpunitiva, la variación de las consecuencias punitivas para determinada clase dedelitos, la modificación de beneficios por aceptación de cargos y la modificación de lostérminos de prescripción de la acción penal. En un grado mucho menor, se registranlas disminuciones de pena y, en lo que respecta a la inclusión de causales deatenuación punitiva, no se registró ninguna durante el periodo de estudio.Ha existido entonces un incremento significativo de la severidad punitiva y delrecurso a la privación de la libertad, pero sin que haya habido una clara evaluación desu capacidad para prevenir los delitos o sancionar efectivamente a los responsables.La constatación de esta tensión ha llevado a que la Comisión pudiera concluir que eseincremento de la severidad penal no ha sido en Colombia una política criminalreflexiva y consistente para enfrentar desafíos criminales complejos, sino que es unaexpresión de lo que algunos autores conocen como “populismo punitivo” (Sozzo,2009), el cual pretende que la solución a los problemas de impunidad o de incrementode ciertos crímenes debe ser siempre el aumento drástico de las penas.Estas medidas suelen ser bastante populares a nivel de la opinión pública y danbuenos réditos políticos a quienes las defienden. Sin embargo, usualmente suelentener una eficacia puramente simbólica pues su capacidad real para prevenir loscrímenes y enfrentar problemas sociales complejos es limitada; pero esas medidaspueden agravar muchas de las dificultades del sistema penal, como el hacinamientocarcelario.El hacinamiento carcelario se puede entender de mejor manera, con la utilización deuna figura de tipo comercial, “la oferta y la demanda”, es decir, en las cárcelescolombianas los cupos ofrecidos no son suficientes para la totalidad de las personasallí recluidas y es por este motivo, que gran parte de nuestra sociedad considera queel problema se soluciona con la creación de más cárceles, obviamente esta es una delas maneras de apaciguar la situación de sobrepoblación, pero no es la única, debemosreflexionar sobre la implementación de alternativas legislativas en materia penal
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(Huertas, 2014), que permitan otro tipo de sanciones diferentes a la cárcel, paraaquellas personas que cometan conductas reprochadas socialmente.Frente a los problemas de las cárceles colombianas, es importante recordar que laCorte Constitucional en sentencia T-153 de 1998, declaró como un  “estado de cosasinconstitucional” el sistema penitenciario y carcelario, sintetizando la problemáticahallada en los siguientes tres aspectos:1. Ineficiencias y antigüedad de los establecimientos carcelarios, tema deinfraestructura.2. La política criminal del estado es privativa de la libertad:- Para todas las conductas la respuesta del estado es cárcel.- Las políticas en materia penal no son  concordantes con la política penitenciaria.3. Abuso de la detención preventiva: tiempos prolongados de la detención.Si analizamos detenidamente cada uno de los problemas hallados por la CorteConstitucional, hace más de quince años en el sistema penitenciario y carcelario,podríamos afirmar que los mismos aún persisten, pero sin duda alguna, el problemaque presenta mayor complejidad, es la posición asumida por el Estado colombianofrente a su política criminal, la cual necesariamente impacta a las prisiones de nuestropaís11.La política criminal, como ha sido idealizada, debe abarcar no solo el establecimientode conductas desviadas como típicas y sus respectivas sanciones, sino tambiénpermitir el acceso a beneficios, rebajas punitivas, terminación anticipada deprocedimientos y por supuesto admitir el acceso limitado de la víctima en la acción,con la finalidad de humanizar el proceso penal y, por supuesto, la sanción, pues surigor, en ninguna época de la humanidad, ha erradicado o por lo menos reducido lasconductas desviadas, intrínsecas a nuestra naturaleza, por lo que sería apropiadoestructurar una política criminal basada en estrategias sociales, culturales, educativasy laborales, que permitan acceder al derecho penal, en última instancia como fueestablecido desde su surgimiento.
11 Para ampliar, revisar: CARRANZA, Elías (2012). Situación penitenciaria en América Latina y el Caribe. ¿Qué
hacer? En anuario de derechos humanos, Santiago de Chile: Centro de Derechos Humanos, Universidad de
Chile.
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3. Presunción de InocenciaPara Magalháes, A. (1995), la presunción de inocencia representabauna actitud emocional de repudio al sistema procesal inquisitivo de la Edad Media, enel cual el acusado debía comprobar la improcedencia de la imputación de que eraobjeto.Cesar Becaria en su libro de los Delitos y de las Penas (Vega, 1993, p. 15), parte de unavisión muy crítica del proceso de tipo inquisitivo, dentro del cual el imputado estratado como culpable de tal manera, que si quiere eludir la condena, se verá en lanecesidad de probar su inocencia.El filósofo Voltaire (Vega, 1993, p. 18) al igual que Becaria, consideraba que el procesopenal de corte inquisitivo, trataba al inculpado como si hubiera sido juzgado culpabley presupone la imposición de una terrible pena, a quien no ha sido declarado culpable.Apoyando este pensar, la revolución francesa trajo su aporte con la RevoluciónFrancesa y en la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano del 26 deagosto de 1879, en su artículo IX hizo referencia expresa a la presunción de inocencia.Tratadistas del Derecho Penal como Manzini y Ferri (Parra, 1995, p. 139-143),reconocen la importancia de la presunción de inocencia en el proceso penal, peroconsideran que por encima de ella está el interés social que busca la represión a losdelincuentes y que esta pierde fuerza en los en casos de flagrancia, confesión y cundola persona es reincidente.A diferencia del pensamiento de Manzini y Ferri, la escuela clásica del derecho penal(Carmignani, 1979, p. 180), promotora de la defensa de las garantías individuales, enoposición contra la arbitrariedad y los abusos de poder, sostiene que se debe tenermás en cuenta la defensa de la inocencia que el castigo del delito, además considerabaque todo el proceso penal se debe poner al servicio de la inocencia.Para algunos tratadistas nacionales (Parra, 2000, p. 106), la presunción de inocencia,es aquella por medio de la cual se ordena tener a toda persona como inocente, hastaque no se acredite el hecho punible y la responsabilidad, mediante un procesocelebrado con todas las garantías.En palabras del profesor Jairo Parra Quijano, la presunción de inocencia se construyóde la siguiente manera:
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a) Empleando el método inductivo (experimental), se observa lo que casisiempre ocurre. En el caso que nos ocupa, la experiencia, la observación,muestran, indican, que la mayoría de hombres no delinque.b) El hombre termina su formación fuera del vientre materno en relacióncon el ambiente y los demás hombres, que por regla general nodelinquen; eso significa que recibe una formación de la mayoría para nodelinquir.c) Luego resulta fácil concluir que si lo normal en que el hombre no delinca,se debe tener como construida la “inocencia”, en vez de construida “lasospecha”, “la culpabilidad.d) No existe una solo presunción que no contenga un contenido ideológico.Algunas de ellas por razones de equilibrio social, como en las actividadespeligrosas, etc., pero todas obedecen y deben obedecer a una tiraníaideológica. La presunción de inocencia, si bien se puede argumentar queexistía en el derecho romano, cuando realmente logra su concreción bajoel imperio de la ideología liberal, con el fin de detener los “vértigos”represivos en general de las autoridades, justificados en una supuestadefensa del interés social de perseguir al delincuente.e) Es una verdadera presunción (y sobre esto no puede haber duda, y tienetodos los elementos que la estructuran) iuris tantum, es decir, queadmite prueba en contrario, a veces en forma provisional y otras enforma definitiva.f) Es una presunción que ejerce regencia, como lo dice Carrara en todo eltrámite del proceso. Un juez podría utilizar el conocimiento privado quetiene sobre un hecho y enrostrarlo al vinculado en el proceso penal, perono lo puede hacer, no porque lógica y probatoriamente no sea posible,inclusive más económico, sino por la presunción de inocencia, que enpalabras del maestro italiano, señoría y reina y pronuncia estas palabras:“haced esto, porque el hombre de que vosotros sospecháis es inocente, yno podéis llegar a esa demostración, si no marcháis por el camino que osseñalo”12.
12 Para ampliar, revisar: Revista Derecho Penal y Criminología. (2000), edición No. 68, volumen 21,
Universidad Externado de Colombia.
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Con la promulgación de la Constitución de 1.991, Colombia se enmarca dentrode la concepción de un estado social y democrático de derecho (Bernal, 1996, p.193), tal concepción permitió que la Carta Política enunciara un catálogo dederechos fundamentales cuya prevalencia no puede discutirse frente a cualquierotro interés político, colectivo o estatal; implica lo anterior que el Estado através del servicio público de administración de justicia debe proteger lapresunción de inocencia como derecho fundamental.
4. La presunción de inocencia como derecho constitucionalComo Derecho Fundamental, la presunción de inocencia, es un principio integradordel Estado de Derecho, en el cual toda actuación pública y privada se encuentrasometida a normas jurídicas previamente establecidas, y cuyas instituciones soncreadas básicamente para garantizar los derechos de los ciudadanos y su igualdadante la ley.El artículo 2 de la Constitución Política13, contempla como fin esencial del Estadogarantizar la efectividad de los “principios, derechos y deberes” encontrándose deigual forma dirigidos al legislador, quien en el diseño de la política criminal del Estadoestá en la obligación de respetar las garantías constitucionales.En razón a ello, la presunción de inocencia es considerada como uno de los principiosfundamentales en el proceso penal acusatorio, al ser la máxima garantía en favor delimputado, por cuanto le permite conservar su inocencia en tanto no se expida unaresolución judicial en firme que demuestre lo contrario.El proceso penal es un instrumento creado por el Derecho para juzgar, nonecesariamente para condenar. También cumple su finalidad constitucional cuandoabsuelve al sindicado. Es decir, a éste le asiste en todo momento la presunción deinocencia y el derecho de defensa, consecuencia de lo cual se impone el in dubio proreo, que lleva a que mientras exista una duda razonable sobre la autoría del delito y laresponsabilidad del sindicado, éste acorazado con la presunción de inocencia debe serabsuelto. (Sentencia C-782 de 2005).El principio a la presunción de inocencia en nuestro ordenamiento jurídico, hace partedel derecho constitucional al debido proceso, consagrado en el artículo 29 de la CartaPolítica, que en su inciso 4º prescribe “toda persona se presume inocente mientras nose le haya declarado judicialmente culpable”.
13 Constitución Política de Colombia, segunda versión publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 del 20
de julio de 1991.
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Frente a la presunción de inocencia, la corte constitucional considera que losdisposiciones de los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados porColombia, sí forman parte del bloque de constitucionalidad, toda vez que, lapresunción de inocencia es un derecho humano, el cual no es susceptible de limitacióno restricción ni siquiera en los estados de excepción, ya que sí derecho al debidoproceso y el principio de legalidad no admiten restricción alguna, según lo dispone elartículo 27 de la ley 16 de 1972, que ratifica la Convención Americana sobre DerechosHumanos, menos aún la presunción de inocencia como derecho fundamental a partirdel cual se edifican las garantías jurídicas citadas. (Sentencia C- 774 de 2001).Los instrumentos internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia(bloque de constitucionalidad), también consideran de gran relevancia este principio,debido a la garantía que ofrece a aquellas personas que son sujetos de cualquierinvestigación.El artículo 7° de la Convención Americana, en su punto 5, dice: Toda persona detenidao retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizadopor la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro deun plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso.Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en eljuicio.Por su parte, el artículo 8º señala, “toda persona inculpada del delito tiene derecho aque se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”.El artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que“toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocenciamientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”.Y el artículo 9.3, dispone; Toda persona detenida o presa a causa de una infracciónpenal tendrá derecho a ser  juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta enlibertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe serla regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren lacomparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de lasdiligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.Asi mismo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 11,ratifica la importancia de la aplicación del principio a la presunción de inocencia, porvirtud del cual: “Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma suinocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio públicoen el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa”.
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Respecto al principio a la presunción de inocencia en la jurisdicción penal colombiana,encontramos su desarrollo en la Ley  906 de 2.004, el cual está acompañado de otroprincipio trascendental, el “in dubio pro reo”14.En consecuencia, corresponderá al órgano de persecución penal la carga de la pruebaacerca de la responsabilidad penal. La duda que se presente se resolverá a favor delprocesado.En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria.Para proferir sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de laresponsabilidad penal del acusado, más allá de toda duda”.
5. La detención preventiva y su relación con la presunción de inocenciaEn virtud del principio de inocencia en el marco de un proceso penal, el imputadodebe permanecer en libertad como regla general, Voltaire concibe la prisiónprovisional como pena anticipada y reclama que se reduzcan al mínimo sus rigores(Vega, 1993, p. 18).El sistema interamericano de derechos humanos (Comisión IDH, 2013, p. 56), haseñalado que en caso de resultar necesaria la detención del acusado durante eltranscurso de un proceso, su posición jurídica sigue siendo la de un inocente. Elderecho a la presunción de inocencia es el punto de partida de cualquier análisis delos derechos y el tratamiento otorgado a las personas que se encuentran en prisiónpreventiva.El principio rector para establecer la legalidad de la prisión preventiva es el de"excepcionalidad", en virtud del cual se intenta evitar que la prisión preventiva seconvierta en regla y, así, se desvirtúe su fin.El criterio de excepcionalidad en la aplicación de la prisión preventiva estádirectamente relacionado con el derecho a la presunción de inocencia. El fundamentodel uso excepcional de esta medida cautelar estriba precisamente en el hecho de quees la más severa que se puede imponer a un imputado, pues implica precisamente suencarcelamiento, con todas las consecuencias reales que esto conlleva para él y su
14 Artículo 7: Presunción de inocencia e in dubio pro reo. Toda persona se presume inocente y debe ser
tratada como tal, mientras no quede en firme decisión judicial definitiva sobre su responsabilidad penal.
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familia. A este respecto, resulta ilustrativo el siguiente criterio expresado por el JuezSergio García Ramírez:“La prisión preventiva […] [es] la más severa de las medidas cautelaresque hasta hoy conserva el enjuiciamiento penal, en tanto entraña unarestricción profunda de la libertad, con muy importantes consecuencias.Solemos afirmar que la prisión preventiva no es una verdadera sanción; noconstituye una medida punitiva, sino apenas precautoria y efímera.Técnicamente, es cierto. Sin embargo, considerado este fenómeno de caraa la realidad –aunque ésta tropiece con el tecnicismo– la prisiónpreventiva no difiere en nada, salvo en el nombre, de la prisión punitiva:ambas son privación de libertad, se desarrollan (a menudo) en pésimascondiciones, causan al sujeto y a quienes le rodean un severo gravamenmaterial y psíquico, y traen consigo repercusiones de largo alcance, aveces devastadoras. […] Por ello, entre otras cosas, es preciso ponderarseriamente la justificación, las características, la duración y las alternativasde la prisión preventiva”15.Por su parte, la Corte Constitucional ha indicado que “cualquier persona es inicial yesencialmente inocente, partiendo del supuesto de que sólo se puede declararresponsable al acusado al término de un proceso en el que deba estar rodeado de lasplenas garantías procesales y se le haya demostrado su culpabilidad”, (Sentencia C-289 de 2012), de lo contrario se considera inocente, hasta que no se haya demostradolo contrario.En el fallo de la tutela T-331 de 2007, la Corte Constitucional recordando definicionesdadas por la doctrina a la presunción de inocencia, la señaló “como el fruto de unaopción garantista a favor de la tutela de la inmunidad de los inocentes, incluso alprecio de la impunidad de algún culpable”.En concordancia con lo anterior, el máximo tribunal en la jurisdicción constitucional,categorizo a la presunción de inocencia como un Derecho Fundamental, al manifestaren la sentencia C-744 de 2001, lo siguiente:“La presunción de inocencia en nuestro ordenamiento jurídico adquiere elrango de derecho fundamental, por virtud del cual, el acusado no estáobligado a presentar prueba alguna que demuestre su inocencia y por elcontrario ordena a las autoridades judiciales competentes la demostración
15 Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, voto
razonado del Juez Sergio García Ramírez, párr. 18.
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de la culpabilidad del agente. Este derecho acompaña al acusado desde elinicio de la acción penal (por denuncia, querella o de oficio) hasta el fallo overedicto definitivo y firme de culpabilidad, y exige para ser desvirtuada laconvicción o certeza, más allá de una duda razonable, basada en elmaterial probatorio que establezca los elementos del delito y la conexióndel mismo con el acusado. Esto es así, porque ante la duda en la realizacióndel hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio del indubio pro reo, según el cual toda duda debe resolverse en favor delacusado”.De lo anterior se deduce que el principio de presunción de inocencia ampara acualquier persona investigada durante todo el proceso y hasta el fallo en firme ydefinitivo que declare su culpabilidad, “se constituye en regla básica sobre la carga dela prueba de acuerdo con la cual corresponde siempre a la organización estatal lacarga de probar que una persona es responsable de un delito, y en razón a ello, laactividad probatoria que despliegue el organismo investigador debe entoncesencaminarse a destruir la presunción de inocencia de que goza el acusado”( SentenciaC-289 de 2012).La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, también se adhiere a los pensamientosde su homólogo en lo constitucional, sobre el rango de derecho fundamental asignadoa la presunción de inocencia, es así como en sentencia de casación, del 24 de junio de2009, M. P. JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA, determino:“De ahí la consagración de la presunción de inocencia como derechofundamental de toda persona investigada penalmente, según la cual quiensea señalado de un comportamiento descrito como delito no está obligadoa presentar al juez prueba alguna demostrativa de la no ocurrencia delhecho ni de la ausencia de responsabilidad, imponiéndose porcontraprestación que sean las autoridades quienes deben demostrar latipicidad y la culpabilidad”.Este principio, consagrado como una garantía integrante del derecho al debidoproceso, reconocido interna e internacionalmente en diversos tratados internacionesde derechos humanos, los cuales al estar ratificados por Colombia, integran el bloquede constitucionalidad en virtud al artículo 93 de la carta, es un derecho que no admiteexcepciones ni limitaciones, es decir, estamos ante la presencia de un “derechoabsoluto”, pero hay una situación en el desarrollo del proceso penal, en la cual este
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principio se ve enfrentado, y es la relacionada con la medida de aseguramientoprivativa de la libertad, la cual es encuentra establecida en la ley 906 de 200416.En función del onus probandi incumbit actori, (o carga de la prueba) se valida laimposición de la medida de aseguramiento o detención preventiva privativa de lalibertad, al considerarlo un mecanismo efectivo para la búsqueda de la verdad real,puesto que “las medidas de aseguramiento hacen parte de las denominadas medidascautelares, es decir, de aquellas disposiciones que por petición de parte o de oficio,dispone la autoridad judicial sobre bienes o personas, cuyo objeto consiste enasegurar el cumplimiento cabal de las decisiones adoptadas en el proceso”(sentenciaC- 774 de 2001).Podríamos pensar que con la restricción de la libertad se estaría violentandodirectamente la presunción de inocencia, sin embargo, ha considerado la CorteConstitucional  que la institución de la detención preventiva es compatible con laConstitución y no resulta contraria a la presunción de inocencia, en cuanto que,precisamente, tiene un carácter preventivo, no sancionatorio17, pero la realidad denuestro sistema penal, conlleva a dudar sobre un absolutismo total del derecho a lapresunción de inocencia y a pensar que este si admite restricciones y degradaciones,pes aunque no exista convicción sobre la responsabilidad penal del sujeto indagado,el trato e impacto que esto conlleva hace que suceda todo lo contrario.Aún con el carácter de derecho fundamental, para algunas instancias la presunción deinocencia acepta algunas limitaciones, así lo señalo la Corte Suprema de Justicia, alestablecer que esta presunción es un derecho no absoluto y por ello mismosusceptible de limitación. En palabras de la Corte Suprema:“En un Estado social y democrático de Derecho, no es que la presunción deinocencia se desconozca o se vulnere cuando una providencia judicial lo va“desvaneciendo” o “degradando” sino que “ante la contundencia de laspruebas, dependiendo la fase en que se encuentren las diligencias, esapresunción va cediendo paso a otras manifestaciones válidas del Estado deDerecho, como son las decisiones contenidas en los autos y sentencias de
16 Artículo 306 “Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal solicitará al juez de control de
garantías imponer medida de aseguramiento, indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento
necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la
defensa la controversia pertinente”.

17 Para ampliar, ver: Corte Constitucional, M.P. Rodrigo Escobar Gil, sentencia C-774 de 2001.
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los jueces de la República. (Corte Suprema de Justicia, Procesos 13006 de1999 y 14062 de 2001)”.Si bien la aplicación rigurosa de la presunción de inocencia debía impedir la adopciónde medidas de aseguramiento que afecten la libertad o bienes del proceso hasta antesde dictarse sentencia condenatoria, la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones seha manifestado al respecto, afirmando que la imposición de la medida deaseguramiento no contraria el principio de presunción de inocencia, por cuanto  lapersona detenida sigue gozando de este derecho pero permanece a disposición de laadministración de justicia en cuanto existen razones, previamente contempladas porla ley, para mantenerla privada de su libertad mientras se adelanta el proceso y eldetenido preventivamente debe seguir siendo tratado como una persona inocente entodos los ámbitos, pues el hecho de que en su contra se haya dictado una medida deaseguramiento privativa de la libertad no equivale en modo alguno a unacondena, (sentencia C-289 de 2012).A pesar de referir el carácter absoluto de la presunción de inocencia, apenasdesvirtuada mediante sentencia después de un juicio y respetando el debido proceso,la Corte Constitucional ha evitado continuar tratando la prisión preventiva bajo estepostulado y traslada la discusión al derecho a la libertad.Y en relación a este derecho el máximo tribunal constitucional (sentencia C-744 de2001), ha indicado que no obstante ser reconocido como elemento básico yestructural del Estado de Derecho, no alcanza dentro del mismo ordenamientojurídico un carácter absoluto e ilimitado  y, por lo tanto, necesariamente debenarmonizarse entre sí y con los demás bienes y valores protegidos por la Carta, pues, delo contrario, ausente esa indispensable relativización, la convivencia social y la vidainstitucional no serían posibles.La jurisprudencia interna reconoce la gravedad de la detención preventiva, peroconsidera que esta intromisión del Estado es permitida, es así como la Sala Penal de laCorte Suprema de Justicia, en sentencia de 7 de noviembre de 1997, precisó:“La detención preventiva representa la más contundente y grave de lasintromisiones de la autoridad estatal en la esfera de la libertad de lapersona, no obstante lo cual todos los ordenamientos jurídicos de lospaíses civilizados la autorizan, por la necesidad de defenderse eficazmentedel delito y, consecuencialmente, de evitar su impunidad, señalándoseentre sus finalidades la de garantizar el éxito de la investigación y asegurarla presencia del procesado a la actuación y, particularmente, a la ejecuciónde la sentencia, en el evento de que llegare a ser condenado”.
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Nuestra legislación procesal penal (Ley 906 de 2004)18, ha establecido tres requisitospara decretar la privación de la libertad de una persona, pero es importante señalarque tan solo exige la norma el cumplimiento de alguno de estos requisitos, situaciónque realmente no genera mayor obstáculo para las autoridades judiciales al momentode decretarla, además ya no solo radica la competencia exclusiva para su solicitud encabeza de la Fiscalía General de la Nació, puesto que actualmente la jurisprudenciatambién otorgo esta facultad a las víctimas (Sentencia c-209 de 2007).Al hacer referencia sobre las exigencias que estructuran la legalidad de la medida deaseguramiento, la Corte Constitucional en sentencia C-318 de 2008, señaló:“Las medidas de aseguramiento deben someterse al cumplimiento deestrictas exigencias fundamentales que estructuran su legalidad, a saber:(i) deben ser decretadas por intermedio de una autoridad judicial, en eldesarrollo de un proceso al cual acceden o accederán; (ii) con caráctereminentemente provisional o temporal; y (iii) bajo el cumplimiento de losestrictos requisitos que la Constitución y la ley prevén. Adicionalmente,(iv) deben estar fundamentadas en alguna de las finalidadesconstitucionalmente admisibles para su imposición. El artículo 250numeral 1° de la Constitución destaca el criterio de necesidad como guíaque debe orientar la imposición de una medida de aseguramiento,parámetro que se encuentra a su vez vinculado a las tres finalidades allíestablecidas: (i) asegurar la comparecencia de los imputados al procesopenal; (ii) la conservación de la prueba; y (iii) la protección de lacomunidad, en especial de las víctimas”.
18 Artículo 308: El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado,
decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física
recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el
imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla
alguno de los siguientes requisitos:

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el
debido ejercicio de la justicia.

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima.

3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia.
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El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en adelante –SIDH-, ha sido muyinsistente en sus recomendaciones frente a la protección, promoción y respeto quedeben garantizar los diferentes Estados a la presunción de inocencia (Corte IDH, 1999,p. 36 y 37), todo ello con el fin de que las disposiciones plasmadas en instrumentoscomo la Convención Americana, se interpreten de forma tal que tengan un efecto útil.Del principio de presunción de inocencia se deriva también, como lo ha establecido laCorte Interamericana de Derechos Humanos, en adelante -CIDH-, la obligación estatalde no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamentenecesarios, para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de lasinvestigaciones y que no eludirá la acción de la justicia. Pues la prisión preventiva esuna medida cautelar, no punitiva (Corte IDH, 2009, p. 121).Tan grave es para el SIDH la utilización de la detención preventiva (Corte IDH, 2009, p.71-75), que establece su utilización como una medida excepcional, la cual deber serinterpretada restrictivamente en virtud del principio pro homine, según el cual,cuando se trata del reconocimiento de derechos debe seguirse la interpretación másbeneficiosa para la persona, y cuando se trata de la restricción o supresión de losmismos, la interpretación más restrictiva.Ha llegado a señalar la CIDH, que en los hechos investigados durante desarrollo de unproceso penal, la observancia del derecho a la presunción de inocencia implica, enprimer lugar, que como regla general el imputado debe afrontar el proceso penal enlibertad (Corte IDH, 2008, p. 168).Además del carácter excepcional de la detención preventiva, también es importanteseñalar que esta clase de medidas, deben estar acompañadas de un criterio derazonabilidad, el cual está relacionado con los términos que se establecen en lasdiferentes etapas de un proceso penal, más aun cuando la persona se encuentraprivada de la libertad, si no hay respeto por los plazos que ha determinado ellegislador, ello equivaldría en palabras de la CIDH, a una pena anticipada19.
19 Para ampliar, ver: Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C
No. 141, párr. 69; Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C
No. 129, párr. 111; Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114,
párr. 180; Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Sentencia de 2 de septiembre
de 2004. Serie C No. 112, párr. 229; Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 12 de
noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77. Igualmente, CIDH. Informe No. 86/09, Caso 12.553, Fondo,
José, Jorge y Dante Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto de 2009, párr. 133; CIDH. informe No. 2/97, Caso
11.205, Fondo, Jorge Luis Bronstein y otros, Argentina, 11 de marzo de 1997, párr. 12; CIDH. Tercer informe
sobre la situación de los derechos humanos en Paraguay,
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Al referirse a las características sustantivas que debería tener la política criminal delEstado Colombiano y su relación con la prisión preventiva, determino la CAPC en suestudio lo siguiente:“Más allá de las “verdades estadísticas”, la Comisión considera que sedeben incrementar los esfuerzos para reducir la prisión preventiva, porlos efectos estigmatizadores y de conformación de carreras criminales quetiene el hecho de ingresar a la cárcel antes de la declaración de respon-sabilidad, y porque una medida de detención preventiva tiene efectos –quees preciso medir– en el principio de presunción de inocencia y puedemover a los jueces a dictar sentencias condenatorias contra quienes seencuentran privados de la libertad anticipadamente”20.El principio de excepcionalidad de la detención preventiva ha venido perdiendoterreno y por ello es necesario revisar concienzudamente el tema con el fin de reducirlos casos en los que la medida cautelar de internamiento carcelario sea la únicaadmisible.El aumento de la utilización de la prisión, va de la mano con el protagonismo que haasumido la política criminal dentro del neoliberalismo, adquiriendo simplemente unvalor simbólico antes que pragmático, que se traduce en la generación de una falsasensación de seguridad de la ciudadanía, especialmente en la clase social media, todavez que se percibe que la cárcel es la mejor y hasta única manera de control yvigilancia de los criminales (Ariza e Iturralde, 2001).Es importante reflexionar en este punto, porque uno de los mayores problemas quepresentan las cárceles colombianas, son sus altos índices de hacinamiento, segúndatos suministrador por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, el porcentajede hacinamiento para el mes de junio del 2014 es del 53.2%, pero este es un datogeneral, que nos aleja de la fría e inhumana situación que viven personas recluidas enestablecimientos carcelarios como el de la ciudad de Cali, el cual tiene una capacidadpara albergar 1.667 presos y para el mes de junio del presente año, contaba con unapoblación de 6.329 personas, generando un hacinamiento del 279.7%21.Finalmente, el principio de presunción de inocencia, como garantía básica delimputado, repercute considerablemente en el derecho a la libertad y el principio de
20 INFORME FINAL Diagnóstico y propuesta de lineamientos de política criminal para el Estado Colombiano,
Junio de 2012. COMISIÓN ASESORA DE POLÍTICA CRIMINAL, pagina 67.

21 Ver página web oficial del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario www.inpec.gov.co
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detención preventiva, ya que se considera que el imputado goza de un estado deinocencia durante todo el proceso, y el carácter restrictivo a este derecho lo hacecompatible con la constitución, pues debe ser concebido como la excepción a la reglageneral de la libertad y debe basarse en un juicio de proporcionalidad entre lafinalidad de la medida y la libertad del imputado.
ConclusionesEl estado colombiano ha asumido una política criminal de dos tendencias, I) represivay II) reactiva, la represiva consiste en castigar con el derecho penal todas aquellasconductas que como sociedad consideramos nos pueden genera un peligro, dejandoatrás otro tipo de medidas de gran importancia como la prevención decomportamientos en las personas que pueden llegar a ser catalogados como delitos yla tendencia reactiva, como aquella que reacciona a factores externos de momento, esdecir a opiniones y sentimiento públicos, es una política publica que no ha sidoplaneado ni estructurada y por eso presenta tantas debilidades.Dentro de las debilidades de la política criminal colombiana, encontramos que por sutendencia represiva y reactiva, no protege realmente el derecho constitucional a lapresunción de inocencia, es más, se podría afirmar que si la posición asumida por estetipo de política no se modifica, el derecho a la presunción de inocencia para laspersonas que son investigadas en un proceso penal, se mutaría a una “presunción deculpabilidad”, situación que no es admisible dentro de un Estado Social de Derecho.A manera de reflexión, se debe llegar a pensar que todos los problemas sociales quetenemos como Estado, no puede ser la política criminal y menos aún el derecho penal,considerados como las primeras y únicas opciones de solución, además se debepreparara a la sociedad colombiana para restringir al máximo el uso de la detenciónpreventiva en los establecimientos carcelarios, si queremos que se dé una protecciónreal y efectiva del derecho constitucional a la presunción de inocencia.El principio de excepcionalidad de la detención preventiva ha venido perdiendoterreno y por ello es necesario revisar concienzudamente el tema, con el fin de reducirlos casos en los que la medida cautelar de internamiento carcelario sea la únicaadmisible (Hernández, 2013).Con lo anterior no se pretende extinguir la prisión preventiva, pero si debemos daraplicación a las recomendaciones dadas por los diferentes organismos que hacenparte del sistema interamericano de derechos humanos (Comisión IDH, 2013, p. 55),cuando han señalado que su recurrente utilización generan costos humanos yfinancieros para los Estados, y por ello se debe plantear el debate sobre la aplicación
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de otro tipo de medidas de cautelares con las que se pudiesen alcanzar los mismoobjetivos procesales, pero con una menor restricción de derechos y a un menor costo,tanto para el Estado como para los ciudadanos.
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